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PROYECTO DE LEY No DE 2010 CAMARA

“POR LA CUAL SE GARANTIZA EL PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA DE LOS SERVIDORES PUBLICOS EN EL PROCESO DE TOMA DE DECISIONES”

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. Objeto: La presente ley tiene por objeto establecer las reglas y principios que rigen las actividades de cabildeo a fin de garantizar la mayor transparencia en la formación de las leyes, en la creación, modificación o derogación de los actos jurídicos de la Rama Ejecutiva, al igual que en la adopción de políticas y programas de la misma.

Parágrafo: Las disposiciones contenidas en la presente ley, se entenderán sin perjuicio del derecho constitucional que les asiste a todos los ciudadanos de conformidad con la ley, de formular observaciones respetuosas a las autoridades públicas respecto de los actos jurídicos sometidos a su creación y de presentar solicitudes a las mismas en ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Carta Política. 

Artículo 2. Ámbito de Aplicación: La presente ley se aplicará a las actividades de cabildeo taxativamente enumeradas en la misma.

Artículo 3. Actividades de cabildeo. Son actividades de cabildeo: 

a. Los contactos de cabildeo: Se entiende por contactos de cabildeo, cualquier comunicación oral o escrita, hecha en nombre propio o de un cliente, dirigida a cualquier servidor público señalado en el artículo 4º de esta ley, con miras a:

1. La creación, modificación o derogación de normas de carácter nacional, departamental, distrital o municipal.

2. La formulación, modificación o adopción de acto político, programa o posición del gobierno nacional, departamental, distrital o municipal.

b. Los esfuerzos tendientes a apoyar dichos contactos. Estos esfuerzos incluyen: 

1. Actividades preparatorias.

2. Actividades de planeación.

3. Investigaciones.

4. Trabajos para ser utilizados respecto del mismo aspecto o dirigidos a idéntico funcionario, ya sean realizados individualmente o en coordinación con otras personas dedicadas a actividades de cabildeo.

c. Los comunicados de origen democrático. Se entienden por comunicados de origen democrático, todas las comunicaciones de sectores organizados de la población, tales como las organizaciones no gubernamentales, sindicatos, cultos religiosos, grupos minoritarios etc., con el propósito de dar a conocer una cierta decisión pretendida y de presionar para su adopción. 

Parágrafo: La Información transmitida por los medios públicos de comunicación, así como los informes de comisiones, discursos, conferencias, testimonios, etc., no constituyen actividades de cabildeo.

Artículo 4. Sujetos de las Actividades de Cabildeo: Pueden ser válidamente contactados con el propósito de desarrollar actividades de cabildeo, los siguientes servidores públicos:

a. En la Rama Ejecutiva del poder público:

1. El Presidente de la República.

2. El Vicepresidente de la República.

3. Los miembros de los Consejos Superiores de la Administración.

4. Los Ministros del Despacho.

5. Los Directores de Departamento Administrativo del Orden Nacional.

6. Los Gobernadores.

7. Los Diputados.

8. Los Alcaldes.

9. Los Concejales.

10.  Los gerentes de entidades descentralizadas por servicios del orden nacional, departamental, distrital o municipal. 
11.  Cualquier otro funcionario con capacidad de adoptar decisiones administrativas, o de colaborar o participar en su adopción. 

b. En la Rama Legislativa del poder público:

1. Los Senadores de la República.

2. Los Representantes a la Cámara.

3. Los asesores de Senadores y Representantes.

Artículo 5. Naturaleza facultativa del cabildeo. Es facultativo de los servidores públicos referidos en el artículo anterior, a quienes se pretende contactar con el propósito de gestionar sobre las actividades de cabildeo, aceptar ser contactados. No obstante, será obligatorio para el cabildero independiente o la firma de cabildeo, antes de gestionar el contacto, inscribirse y haber obtenido el certificado de que habla el numeral 3o del artículo 11 de la presente ley.

Los servidores públicos de que trata la presente ley que sean invitados a foros, seminarios y en general a eventos que tengan que ver con asuntos que se estén tramitando por la entidad o la Comisión a la que pertenecen o puedan a futuro ser objeto de estudio por la misma, deberán informar a su superior o a la mesa directiva de la misma Comisión, respectivamente, con el fin de dar transparencia al proceso de toma de decisiones.

En los casos en los que la invitación sea sufragada en parte o totalmente por la entidad que invita, se deberá consultar a la comisión en pleno para que esta de su visto bueno.

Artículo 6. Definiciones: Para efectos de esta ley se entiende por:

a. Cabildeo. Todo esfuerzo -protegido constitucionalmente- y realizado por individuos o grupos de individuos, organizados autónomamente, para influir, en defensa de intereses particulares, en el proceso legislativo, en las decisiones político-públicas y en cualquier asunto propuesto, mediante la distribución de material impreso, la concurrencia a las diferentes comisiones y subcomisiones del Congreso o del Poder Ejecutivo, así como a entrevistas o a intentos por entrevistar a los miembros de éstos.

b. Cabildero: Las personas naturales o jurídicas que adelanten las actividades de cabildeo definidas en el artículo 3 de la presente ley. 
c. Cabildero Independiente: Es la persona natural que desarrolla actividades de cabildeo en representación de intereses propios o ajenos, y que está debidamente inscrita en el libro de registro correspondiente de que trata la presente ley.
d. Firma de Cabildeo: Es la sociedad legalmente constituida y registrada de conformidad con la ley comercial, en cuyo objeto social se establezca la posibilidad de desarrollar y gestionar actividades de cabildeo, en representación de intereses propios o ajenos. La firma de cabildeo deberá inscribirse como tal en el libro de registro respectivo de que trata la presente ley; así como a los empleados que ejerzan la función de cabildero. 
e. Cliente: Es la persona natural o jurídica, nacional o extranjera, que contrate los servicios de un cabildero independiente o de una firma de cabildeo.
f. Contrato de Cabildeo: Es el acuerdo de voluntades de carácter comercial por medio del cual un cabildero independiente o una firma de cabildeo se obliga a desarrollar una o varias actividades de cabildeo a las que hace referencia el artículo 3 de la presente ley, a cambio del pago de una suma de dinero. 
El contrato de cabildeo es consensual y sólo genera para la firma de cabildeo o el cabildero independiente obligaciones de medio. En los demás aspectos el contrato de cabildeo se sujetará a las disposiciones generales sobre mandato contenidas en el Código de Comercio. 
g. Grupo de Presión.- Son aquellas organizaciones o colectivos de personas con o sin personería jurídica que buscan influir directamente, en la toma de decisiones o promover sus ideas en un contexto económico y político determinado, incidiendo en las políticas públicas a través de su actuación sobre los poderes ejecutivo y legislativo.
h. Línea de registro: Todas las personas naturales o jurídicas, que pretendan realizar labores de cabildeo deberán inscribirse en la línea de Registro, que para tal efecto deben adecuar las entidades enumeradas en el artículo 4º de ésta Ley, en su página institucional, la cual será administrada por la Secretaria de cada entidad. En estas deberá quedar consignada la siguiente información:
i) Identificar con su nombre la firma de cabildeo o del cabildero independiente, con la información general correspondiente.
ii) Registrarse correctamente para no inducir a error a terceros,
iii) Declarar los intereses y el propósito último del cabildeo, 
iv) los nombres y cargos de los servidores públicos a contactar, 
v) la persona natural o jurídica representada, 
vi) el presupuesto destinado para realizar la actividad de cabildeo y 
vii) los comunicados de origen democrático que resuman la gestión desarrollada, hasta su culminación. 
viii) Cada actividad de cabildeo deberá ser reportada con toda su información y registrada en folio independiente.
ix) Declara que en lo que a ellos les consta, la información que suministran es objetiva, completa, actualizada y no engañosa.
Parágrafo: La inscripción de los cabilderos en esta página servirá para dar cumplimiento al principio de publicidad y además dará transparencia a las actividades de cabildeo.
Artículo 7. Prohibición. Ningún funcionario público puede adelantar actividades de cabildeo, las mismas serán objeto de sanción de conformidad con la ley disciplinaria. La anterior disposición se entenderá sin perjuicio de la facultad de gestionar actividades relacionadas con las decisiones a tomar por otros funcionarios públicos, dentro del marco del ejercicio de sus funciones.
Los Congresistas quedan facultados para reunirse por fuera de su lugar de trabajo con los cabilderos o cabilderos independientes, siempre y cuando lo notifiquen a las mesas directivas de la Comisión a la que pertenecen y en desarrollo de eventos organizados por agremiaciones, empresas privadas, asociaciones, organizaciones no gubernamental, cultos y sindicatos.

Artículo 8. Presentación de Información para la línea de Registro. Las autoridades públicas encargadas de administrar la línea de registro consagrada en la presente ley diseñaran un formato para el correspondiente formulario en que se debe presentar la información que han de suministrar las firmas de cabildeo y los cabilderos independientes para efectos de la inscripción y actualización. En todo caso, el respectivo formulario deberá contener como mínimo la información a que hace referencia el artículo 6 de la presente ley. 
Artículo 9. Inscripción en la línea de Registro Una vez cumplidos los requisitos que la presente ley obliga para que un cabildero independiente o una firma de cabildeo, pueda desarrollar y gestionar actividades de cabildeo, el secretario procederá a su registro, absteniéndose de hacer cualquier otra exigencia diferente a las mencionadas en esta ley. Efectuado el registro, se emitirá el certificado correspondiente que acredite la inscripción respectiva. Una vez obtenido el citado certificado, el cabildero podrá contactar a los servidores públicos a que hace referencia el artículo 4 de esta ley, con el fin de dar inicio a las actividades de cabildeo. 
La certificación servirá como prueba de la existencia y representación de la firma de cabildeo o del cabildero independiente y de las facultades de su representante legal e incluirá la información relacionada con el tipo de actividad que realizara en procura de influir frente al funcionario.
Artículo 10. Son funciones del encargado de la línea de registro: 

1. Actualizar periódicamente la información correspondiente a la actividad del cabildeo.
2. Expedir certificados a solicitud del interesado que de constancia de:

a. El debido registro del cabildero independiente y de la firma de cabildeo.
b. La información contenida en el libro de registro.
c. El compendio de los comunicados de origen democrático que permita evaluar la gestión realizada.

3. Permitir el público conocimiento del desarrollo de las actividades de cabildeo, para lo cual garantizará el acceso público de la información de la línea de registro.
4. Conocer de las violaciones que cometan las firmas de cabildeo, sus cabilderos o los cabilderos independientes, a las disposiciones contenidas en la presente ley, e imponer las sanciones administrativas correspondientes. El trámite para la imposición de las sanciones a que hace referencia la presente ley se adelantará de acuerdo con las disposiciones contenidas en el Código Contencioso Administrativo.
5. Dar aviso a las autoridades competentes acerca de las conductas que considere violatorias de tipo penal por parte de los cabilderos independientes, de las firmas de cabildeo, sus empleados y/o los servidores públicos cuando tenga conocimiento de éstas. La omisión de aviso a las autoridades por negligencia, su tardanza, o el aviso temerario se sancionará con arreglo a las disposiciones contempladas en la ley 734 de 2002.
6. Mantener actualizada la línea de registro.
Parágrafo Primero: Contra los actos administrativos en donde el encargado de la línea de registro imponga sanciones administrativas a que hace referencia la presente ley, procede el recurso de apelación ante el superior jerárquico de la entidad correspondiente o quien haga sus veces. Resuelta la anterior impugnación, se entiende agotada la vía gubernativa y el interesado podrá acudir a la jurisdicción. 

Parágrafo Segundo: El Ministerio del Interior y de Justicia abrirá un portal en donde se registrarán las sanciones que se impongan a los cabilderos independientes y a las firmas de cabildeo. Dicho portal deberá ser consultado por los funcionarios encargados del libro de registro antes de efectuar la inscripción de los cabilderos independientes y las firmas de cabildeo. Igualmente, dichos funcionarios deberán informar mensualmente de las sanciones por ellos impuestas. 
Artículo 12. Publicidad de la línea de registro. La línea de registro será pública, y por lo tanto cualquier persona podrá solicitar certificaciones sobre la información contenida en ésta. 
Igualmente, cualquier persona podrá impugnar la información allí contenida cuando esta sea falsa o inexacta. Para el ejercicio del derecho antes mencionado el interesado deberá allegar ante la autoridad que efectuó el registro un memorial en donde manifieste el motivo de la inconformidad y allegue las pruebas que pretenda hacer valer. Los funcionarios encargados de administrar la línea de registro adoptarán la decisión previa audiencia del implicado. 
Artículo 13. Obligatoriedad de actualizar información. Los cabilderos independientes y las firmas de cabildeo informarán al encargado de la línea de registro los cambios que se presenten en la información, mediante reportes de actualización.

Se entiende que las firmas de cabildeo y los cabilderos independiente deberán actualizar la información contenida en el libro de registro cada vez que ésta sufra modificaciones, independientemente que para el momento de la actualización se estén o no realizando actividades de cabildeo. 
Artículo 14. Límites a la Actividad de Cabildeo. El desarrollo de actividades de cabildeo estará sujeto a las siguientes limitaciones:
a. Se prohíbe a los funcionarios públicos ejercer actividades de cabildeo hasta tres años después de la separación del cargo. 
b. Las firmas de cabildeo y los cabilderos independientes sólo podrán valerse para el ejercicio de actividades de cabildeo de los recursos legítimos permitidos por la Constitución y la ley. 
c. No podrán ejercer actividades de cabildeo quienes hayan sido condenados judicialmente por la comisión delitos dolosos. 
Artículo 15. De las sanciones.-
a) Cuando se demuestre que el inscrito de mala fe presentó documentos o informaciones para la inscripción que no correspondan a la realidad, se ordenará, previa audiencia del afectado, la cancelación del registro quedando en tal caso inhabilitado para ejercer actividades de cabildeo por el término de cinco (5) años sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar.
b) El servidor público que sin cumplir los requisitos de los incisos segundo y tercero del artículo 5º de la presente Ley, acuda a invitaciones de gremios, asociaciones, fundaciones, cultos, etc… incurrirá en falta disciplinaria de acuerdo con las normas consagradas en la Constitución y la Ley.
c) El que gestione actividades de cabildeo sin estar previamente inscrito en la línea de registro, incurrirá en multa de diez (10) a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), sin perjuicio de las demás sanciones a que se haga acreedor por la conducta ilegal. En caso de reincidencia, la multa se incrementará en el doble, y si se tratare de firma de cabildeo, además de la sanción económica quedará inhabilitada para ejercer la actividad por el término de dos (2) años.
d) El cabildero independiente, o la firma de cabildeo cuyo cabildero o cabilderos empleados realicen actividades de cabildeo sin haber obtenido el certificado mencionado en el numeral 3o. del artículo 11o de esta ley, incurrirá en la multa de diez (10) a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes, sin perjuicio de las demás sanciones a que se haga acreedor con la conducta ilegal.
e) El servidor público que de manera dolosa permita realizar ante sí actividades de cabildeo a personas que no hayan obtenido previamente el certificado, incurrirá en causal de sanción disciplinaria de conformidad con las disposiciones contenidas en la ley 734 de 2002, sin perjuicio de las demás sanciones a que se haga acreedor por la conducta ilegal. 

f) Las firmas de cabildeo, sus cabilderos o los cabilderos independientes que omitan registrar información, que registren información falsa o que se abstengan de actualizar las informaciones originalmente registradas, quedarán inhabilitados para realizar actividades de cabildeo por un período de cinco (5) a diez (10) años e incurrirán en multa de veinte (20) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes, sin perjuicio de las demás sanciones a que se hagan acreedores por la conducta ilegal.

g) El cabildero independiente, el representante legal de una firma de cabildeo o cualquier empleado de ésta que actuando como tal, ofrezca, entregue u otorgue regalos, dádivas o beneficios a un servidor público contactado con el propósito de gestionar ante éste actividades de cabildeo, así como el servidor que en iguales condiciones acepte el ofrecimiento, la entrega o el otorgamiento, incurrirán en las penas establecidas en los artículos 405, 406 y 407 del Código Penal, según el caso.
h) Los cabilderos independientes, y las firmas de cabildeo y sus cabilderos que incurran en cualquiera de los anteriores comportamientos quedarán además inhabilitados para realizar la actividad de cabildeo durante un período de cinco (5) a diez (10) años.
Parágrafo 1.- El encargado de la línea de registro responderá disciplinaria, civil y penalmente, por el manejo indebido que haga del mismo, así como por el incumplimiento de sus funciones.
Parágrafo 2. El cabildero independiente o los cabilderos que actuando a nombre de firmas de cabildeo y estando inhabilitados para ejercer dichas actividades, realicen actividades de cabildeo durante el período de la sanción, con o sin registro, incurrirán en prisión de dos (2) a diez (10) años y en multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes. Las firmas incursas en esta misma irregularidad perderán su matrícula mercantil.

DISPOSICION TRANSITORIA

Artículo 22. El Gobierno Nacional dispondrá de seis (6) meses para capacitar a los encargados de administrar la línea de registro en los distintos entes administrativos o a quien haga sus veces, a fin de instruirlos en las labores descritas en la presente ley.

Artículo 23. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

SIMON GAVIRIA MUNOZ

Representante a la Cámara.

EXPOSICION DE MOTIVOS

PROYECTO DE LEY No. DE 2010 CAMARA

“POR EL CUAL SE GARANTIZA EL PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN EL PROCESO DE TOMA DE DECISIONES”

La presente propuesta desarrolla el mandato contenido en el artículo 7 del Acto Legislativo No. 1 de 2009, que establece: “El ejercicio del cabildeo será reglamentado mediante ley.
” El Congreso de la República constitucionalizó así, una de las prácticas más comunes en los corredores del Capitolio Nacional: el cabildeo o “lobbying” que no es otra cosa que el esfuerzo que hace una persona o un grupo de personas para influir, (en interés personal,) en las decisiones que el Congreso toma sobre determinadas materias. Los ponentes del Acto Legislativo argumentaron que incluir el tema en la reforma constitucional del ano anterior era: “… hacer más trasparente el ejercicio de la defensa de los intereses privados en el Congreso de la República” y adicionalmente la circunscribe a las funciones del Legislativo es decir, la ubica en el artículo 144 de la Constitución Política.

Senadores, representantes y miembros del Gobierno están tomando constantemente decisiones que afectan la vida y los intereses de individuos, gremios, empresas, sindicatos, grupos religiosos, asociaciones, federaciones, organizaciones no gubernamentales, etc…, y con el fin de conocer la opinión de los directamente afectados y tomar decisiones coherentes que beneficien a los asociados, deben escuchar a quienes suministran esa información que no son otros que, esos grupos de presión o de interés a través del ejercicio del cabildeo.

Es indiscutible que el cabildeo hoy por hoy es una actividad legal y altamente profesional. Existen oficinas dedicadas exclusivamente a entablar enlaces con los congresistas o con los representantes del Gobierno Nacional, se les paga retribuciones por su labor, y ellos mismos se identifican como tal delante del legislativo y ante el ejecutivo, pero también es innegable que “… en el proceso de interacción entre los servidores públicos y los miembros de la sociedad civil en la tramitación de temas de interés para la comunidad, se han suscitado prácticas reprochables que atentan contra la aplicación del principio de transparencia en la toma de decisiones públicas. Dichas prácticas han sido fomentadas en parte por la ausencia de un cuerpo normativo que establezca unas reglas claras, que permitan la concurrencia, en igualdad de condiciones, de todos los ciudadanos que deseen hacer valer sus opiniones ante el poder público”
.

La verdad es que este asunto se remite a un tema de corresponsabilidad en el que los ciudadanos y los grupos sociales, económicos y políticos dejan de ser un problema y pasan a ser parte de la solución, lo cual se traduce en el respeto integral de los derechos humanos, vence la cultura del autoritarismo y se erradiquen las practicas de exclusión y del encubrimiento. 
En un país como Colombia, que ha intentado establecer a través de reformas constitucionales, una disciplina de partidos, el grado de influencia del lobbying o cabildeo podría ser muy regulado. Cuando los partidos están sometidos a una férrea disciplina como es el caso español, la influencia que los grupos de presión pueden tener es mínima, por cuanto estos siempre decidirán de acuerdo a los lineamientos trazados por las directivas de su partido. Eso no sucede en los sistemas donde los partidos no tienen disciplina y se permite cierta permisividad a los miembros del mismo, por cuanto al momento de depositar sus votos, los grupos de presión pueden influir mucho, como sucede en el caso norteamericano.

La dificultad de este tema comienza cuando se trata de definir cuando se pasa de cabildeo lícito y transparente a cabildeo ilícito y no transparente. El tema no es nuevo el actual Ministro del Interior y de Justicia, Germán Vargas Lleras ha insistido sobre el particular de hecho el texto que se presenta tiene los elementos sustanciales de su propuesta.
Por lo anterior, se hace necesario regular el cabildeo como una actividad lícita y legítima dentro de la democracia colombiana. Ésta debe tener reglas de juego claras, que permitan realizar la actividad de manera explícita, pública y transparente, que tenga como contraprestación a los beneficios que el grupo de presión obtenga, la aplicación de una corresponsabilidad social de los beneficios que pueda y deba ser verificada y concreta.
, y eso es lo que se intenta presentar a consideración de los miembros del Congreso.

PORQUE NO ES UNA LEY ESTATUTARIA

Es necesario recordar que en el año de 1984 la Cámara de Representantes archivó esta iniciativa bajo dos argumentos de índole constitucional y que hacían referencia a dos presupuestos: la necesidad de darle trámite de ley estatutaria y que las normas propuestas vulneraban el principio de igualdad y la presunción de buena fe. Al respecto quiero transcribir apartes de la ponencia del proyecto de Ley No. 59 de 2005 Senado que a su tenor dice:

“En relación con la necesidad de tramitar la iniciativa como una ley estatutaria, aduciendo, tal como se señaló en la Ponencia para primer debate en la Cámara de Representantes
, que el proyecto regula un mecanismo de participación ciudadana de conformidad con lo preceptuado por el artículo 152 de la Carta Política, considero que dicha posición implicaría desconocer la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional en la cual se ha propugnado por la vigencia del principio de aplicación restrictiva de la reserva de ley estatutaria, en virtud del cual, la interpretación de los asuntos que deben regularse a través de esta clase de leyes es limitada, y por lo tanto no debe entenderse que todas las normas que de una u otra manera toquen alguno de los temas que son objeto de este tipo legislativo, tienen que surtir el trámite estatutario. En relación con el anotado principio, en sentencia C-247 de 1995
 nuestro máximo Tribunal Constitucional manifestó lo siguiente:

“el correcto entendimiento del artículo 152 de la Constitución no puede consistir en que el legislador evada las exigencias formales de excepción para aquellos casos en que, según la Carta, tiene lugar la ley estatutaria, pero tampoco en que esta modalidad legislativa abarque, sin un criterio razonable que encaje dentro del sistema positivo colombiano, todas las normas que integran el orden jurídico.” (negrilla fuera de texto)

“En igual sentido, en sentencia C-162 de 2003
, se reitero la tesis anteriormente expuesta con base en los anteriores argumentos:

“Con todo, la decisión del constituyente de someter a un proceso legislativo cualificado el desarrollo de las citadas materias, no implica, en manera alguna, que estas, hasta sus mas acabados detalles, deban ser reguladas siguiendo este procedimiento. Un entendimiento de esta índole, entorpecería la función legislativa pues, dado que las normas jurídicas constituyen un sistema integrado regulado por la Carta como conjunto armónico de principios, resultaría en extremo difícil encontrar un tema que finalmente no conduzca a uno de aquellos que debe desarrollarse a través de leyes estatutarias, debiendo someterse, por tanto, a ese mismo tramite. De allí que lo que debe entenderse es que las leyes se ocupan de la estructura general y de los principios reguladores de estas materias pero no de un desarrollo integral y detallado de cada una de ellas.”(negrilla fuera de texto). 
“Por lo tanto, no resulta dable entender a la luz de la jurisprudencia constitucional antes expuesta, que la reglamentación del cabildeo deba tramitarse como una ley estatutaria, toda vez que en primer orden, este no es un mecanismo de participación ciudadana a los que hace referencia el artículo 103 de la Carta Política
, y en segundo orden, por cuanto éstos fueron regulados in extensum a través de la ley estatutaria 134 de 1994 “Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana.” 

De todas maneras creo igualmente necesario establecer un paralelo entre una de las figuras constitucionales por excelencia de los mecanismos de participación ciudadana, el derecho de petición frente al cabildeo para demostrar como la norma en estudio no transgrede los límites consagrados en el artículo 103 de la Carta Política.

El derecho de petición es un derecho fundamental que toda persona tiene para presentar solicitudes ante las autoridades o ante ciertos particulares y obtener de ellos una pronta resolución. Esa petición puede ser verbal o escrita y ante ella el funcionario competente está obligado a resolverla ya sea positiva o negativamente; de lo contrario, no sólo se configura el silencio administrativo negativo sino que el funcionario que incumplió los términos precisos que la ley le da para resolver la queja, el reclamo o la petición de información será disciplinado y sancionado de acuerdo a las normas contempladas en el Código Disciplinario Único hasta con la destitución del cargo.

Es de aclarar que de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la falta de resolución o la resolución tardía son formas de violación del derecho de petición, no obstante las consecuencias jurídicas del silencio administrativo. Así mismo, el Derecho de Petición está consagrado en nuestra constitución como fundamental, es decir, que hace parte de los derechos de la persona humana y que su protección judicial inmediata puede lograrse mediante el ejercicio de la acción de tutela.

De otra parte, el Cabildeo, es una actividad en la que personas con intereses “privados”, acuden a las autoridades para influir en la toma de decisiones de estas. Su propósito no es reclamar derechos fundamentales y esperar respuestas obligatorias, sino que en términos generales es un proceso que implica investigar, llegar a consensos y negociar.

Es potestativo del funcionario dejarse contactar o no por las personas que ejercen la actividad del cabildeo y por lo tanto no genera ninguna sanción disciplinaria negarse a recibir a un cabildero independiente o una firma de cabilderos y mucho menos, si a pesar de haberlos recibido, no acepta sus sugerencias a la hora de decidir el camino a seguir o si se demora en la toma de decisiones.

De acuerdo a lo anterior, es absurdo pensar que el Derecho de Petición es el fundamento jurídico del cabildeo; estas son dos figuras completamente diferentes en sus propósitos, sus normas regulatorias, lo que protegen y su obligatoriedad que hacen impensable que el cabildeo forma parte de esas figuras constitucionales que regulan derechos fundamentales. 

Frente al segundo argumento expuesto por la Cámara de Representantes en relación con el hecho de que el cabildeo vulnera el derecho a la igualdad y la presunción de la buena fe, es necesario advertir que esta iniciativa, lo que busca es todo lo contrario: en primer lugar, dar acceso a toda persona en igualdad de condiciones, para que se inscriba y pueda acercarse ante cualquier congresista o funcionario a fin de influir en sus decisiones y que éste deje de ser un privilegio exclusivo de los grandes grupos económicos.

En igual sentido, aceptar que este proyecto viola el principio de la buena fe, porque regula una actividad que hasta ahora se ha prestado para intereses oscuros, es tanto como afirmar que el procedimiento instaurado en la ley 134 de 1999, viola el precepto constitucional. 

TEMAS DEL ARTICULADO

En un esquema sencillo, el articulado que se presenta busca fundamentalmente, que se definan reglas de juego, como decíamos anteriormente, para la práctica del cabildeo en nuestro país y su aplicación va dirigida a esas actividades que ejercen las personas ya sean naturales o jurídicas a través de sí mismos o por interpuestas personas (empresas), ante las ramas ejecutiva y legislativa para influir en sus decisiones.

Define igualmente qué se entiende por contactos de cabildeo y aunque en general, este tipo de actividades son más conocidas en los pasillos del Congreso, la regulación que ponemos a consideración se extiende aún a todas las corporaciones de elección popular y a la Rama Ejecutiva, al punto de que los ciudadanos podrán tener acceso a funcionarios como el Presidente, el vicepresidente y los ministros del despacho.

Se deja en claro que la decisión de ser contactado es facultativa del funcionario y que su negativa no acarrea ningún tipo de sanción disciplinaria, tampoco el hecho de no tener en cuenta las recomendaciones de quienes lo contactan.

Se hace una conceptualización de los términos más utilizados en ejercicio del cabildeo por eso se intenta dar una definición a partir de la realidad colombiana y con base en experiencias de Chile, Estados Unidos y Francia sobre términos como: el cabildeo, el cabildero, la firma de cabildeo, el contrato de cabildeo, cliente y la línea de registro, que permite darle identidad propia a la figura que nos ocupa.

En este nuevo texto se incluyen la definición de cabildeo como un elemento fundamental para esclarecer dudas sobre su alcance como mecanismo de participación. Por eso se le entregan características como quienes pueden hacer uso de ella, se establece un verbo rector influir” de tal suerte que busca producir efectos en otros o lo que es mejor ejercer predomino o fuerza moral sobre alguien (DRAE), y se dice a quienes se puede contactar dentro del gobierno o dentro del legislativo. En contraposición se establecen las calidades de los cabilderos ya sean independientes o dependientes de una empresa dedicada a esa actividad. 
Aquí vale aclarar que no es cierto que a través de esta iniciativa se desnaturalice la relación entre el ciudadano y el congreso. El proyecto tal como está redactado permite al ciudadano común inscribirse, como lo haría cualquier empresa de cabildeo, y acceder así a los funcionarios que considere necesarios, solo que para ello debe dejar expresa su intención en la línea de registro, lo cual podrá hacer desde su casa, una vez se pongan a funcionar estas ayudas por parte de las entidades correspondientes.

Este proyecto obliga a los lobistas o cabilderos a inscribirse en una línea de registro donde quede claro quiénes son, a quiénes representan, cuándo y por qué motivo se reunieron con el funcionario o congresista y los intermediarios deben además rendir cuentas sobre sus movimientos financieros a fin de detectar cualquier foco de corrupción. El control sobre la información, la actualización de la misma, no sólo de los datos suministrados por los cabilderos o firmas de cabilderos, sino de las posibles sanciones que se les impongan por el incumplimiento de las normas consagradas en la ley o por la transgresión de las normas disciplinarias y penales, deberán ser actualizadas en ese registro por parte de los secretarios de las entidades que son los encargados de administrar las páginas.

Finalmente, queda el tema de las posibles inhabilidades e incompatibilidades que podrían generarse como consecuencia de esta norma y sobre las cuales la Corte ha dicho claramente:

“Es claro que, al adelantar acciones ante el Gobierno para buscar satisfacción de las necesidades de los habitantes de una parte del territorio nacional, el congresista está gestionando algo a nombre de otros, ante una entidad pública. Pero, analizado el contenido de las excepciones, se encuentra que no consisten en la posibilidad de intermediar para servir intereses particulares, evento en el cual ellas harían perder todo vigor a la disposición constitucional hasta el extremo de dejarla sin sentido, sino que están orientadas a fines de interés general que los pobladores de la respectiva circunscripción electoral canalizan a través de quien, en el plano nacional, actúa como su representante. Los preceptos, así entendidos, no se oponen a la Constitución Política, sino que, por el contrario, encajan dentro del papel que en la democracia ha sido atribuído a los congresistas, quienes tienen a su cargo una función representativa de los intereses de la comunidad, a cuyo servicio se encuentran, como todos los servidores públicos”.

Lo anterior implica, sin duda alguna que no existe incompatibilidad alguna para un congresista que contacte y mucho menos que se deje contactar en relación con asuntos que son de su órbita y que a través de estos, intente establecer la mejor opción posible frente a una decisión. 

En el mismo sentido se pronuncio el Procurador General de la Nación, quien advirtió que la prohibiciones que da cuenta la Constitución y que desarrolla la Ley 5 de 1992 en su artículo 282 “no configuran una especie de interdicción que vede las posibilidades de acción de los miembros del Congreso para la causa que nos ocupa, puesto que tanto las reglas como las excepciones acusadas enseñan un radio de acción de estos servidores que los habilita para actuar en procura de intereses colectivos, de manera tal que no se ven circunscritos únicamente a la labor legislativa, como lo propone el accionante”.

Sin embargo, en el articulado del proyecto se establece una limitante a los congresistas a fin de garantizar la transparencia en los procesos en los cuales, no es claro si asistir o no a una invitación que pueda hacer un gremio, una empresa o un grupo significativo de ciudadanos para influir en sus decisiones. En este caso se obliga al Congresista a notificar a la Comisión respectiva sobre su reunión y el propósito de la misma.

Así mismo, el proyecto impone una serie de sanciones que buscan que se cumplan al máximo las normas impuestas así por ejemplo, quien no se inscriba en la línea de registro y adelante actividades de cabildeo, el que ofrezca y otorgue regalos, prebendas o beneficios a los contactados; quienes estando inhabilitados ejerzan cabildeo o, quienes omitan información o den datos erróneos en la línea de registro serán sancionados. Las sanciones pueden ser pencuniarias o disciplinarias dependiendo de la gravedad de la falta.

Esbozados los motivos de conveniencia y legalidad que apoyan el presente proyecto de ley, quiero dejar en claro que reglamentar el cabildeo no es sólo un mandato expreso contenido en la Constitución política a través del Acto Legislativo 1 de 2009, sino que además es una necesidad de primer orden, que tiene como fin darle transparencia a todos los procesos de toma de decisiones y de trámite legislativo que se adelanten en nuestro país.

SIMON GAVIRIA MUNOZ

Representante a la Cámara
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